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Inadmisibilidad de la condición que supedita el incremento de la cobertura garantizada por la hipoteca al impago de lo adeudado dos meses antes del vencimiento de la obligación

Cabecera 

HIPOTECA DE MÁXIMO. Inadmisibilidad de la cláusula que condiciona el incremento de la cobertura al impago de lo adeudado por razón del crédito concedido y al no otorgamiento de escritura de cancelación de hipoteca dos meses antes del vencimiento formal de la obligación. Tal ampliación resulta incompatible con la naturaleza legal del derecho real. La hipoteca nace para garantizar que se cumplirá, en el futuro, una obligación, y no resulta admisible que, como condición suspensiva de la existencia de la hipoteca misma o del incremento de su cobertura, se sitúe la exigibilidad o vencimiento de la obligación principal, que es el presupuesto de la ejecución y no de la existencia de la hipoteca. Mera apariencia de la condición, que disimula la realidad de que la cobertura es total e incondicionada desde el principio. Llegado el vencimiento formal de los créditos sin haber sido extinguidos podrían ejecutarse las hipotecas, pero en tal caso, necesariamente habría tenido lugar el cumplimiento de la condición suspensiva, con lo que también se habría elevado hasta el máximo la cobertura, lo que quiere decir que la hipoteca garantizaba desde el principio todo ese máximo. Vulneración del principio registral de especialidad. No consta que las hipotecas garantizan desde el inicio la totalidad de los créditos. La hipoteca que únicamente puede ejecutarse con una cobertura cuantitativa determinada debe aparecer con esa cobertura de forma incondicionada.

Resumen de antecedentes y Sentido del fallo 

El Juzgado de Primera Instancia desestimó íntegramente la demanda formulada por el Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España contra la DGRN y la entidad financiera hipotecante sobre impugnación de dos resoluciones de la Dirección General que, estimando parcialmente el recurso gubernativo planteado frente a las calificaciones del registrador de la propiedad por las que suspendió la inscripción de dos escrituras de hipoteca, determinó que resultaban inscribibles el incremento de la cantidad garantizada pactado, así como las condiciones de las que se hacía depender tal incremento, y que consistían en que el tramo correspondiente de los créditos no hubiese sido completamente amortizado y no se hubiese otorgado escritura de cancelación de la hipoteca dos meses antes del vencimiento formal de la obligación. La AP Barcelona estima el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de instancia y, revocando la misma, estima la demanda y revoca las resoluciones impugnadas en lo que se refiere a aquellas condiciones, confirmando, en consecuencia, las notas del registrador en cuanto consideraron las mismas no inscribibles.

Texto

En la ciudad de Barcelona a diecisiete de junio de dos mil ocho. 

Vistos, En grado de apelación, ante la Sección Decimosexta de la Audiencia Provincial de Barcelona, los autos de juicio verbal número 36/2006, seguidos por el Juzgado de Primera instancia número 50 de Barcelona, a instancia del COLEGIO DE REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES MUEBLES DE ESPAÑA representado por la procuradora D.ª Verónica Coculluela Martínez, contra la DIRECCIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIADO representada y defendida por el Abogado del Estado, y contra HYPO REAL ESTATE DANK INTERNATIONAL AG, SUCURSAL EN ESPAÑA representada por el procurador D. Antonio M.ª Anzizu Furest, interviniendo también, junto al demandante, la GENERALITAT DE CATALUNYA, representada y defendida por el Letrado de la Generalitat; cuyos autos penden ante esta sala en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte ACTORA, contra la sentencia dictada por el/la Juez del indicado Juzgado en fecha 14 mayo 2007. 

ANTECEDENTES DE HECHO: 

Primero: La parte dispositiva de la sentencia apelada es del tenor literal siguiente: «Desestimo íntegramente la demanda formulada por la representación procesal del COLEGIO DE REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD Y MERCANTILES DE ESPAÑA contra la DIRECCIÓN GENERAL DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIADO y su litisconsorte HYPO REAL ESTATE BANK INTERNATIONAL AG, SUCURSAL EN ESPAÑA, sin especial imposición do costas». 

Segundo: Contra dicha sentencia interpuso recurso de apelación la parte actora mediante escrito motivado, del que se dio traslado a la parte contraria, que se opuso, elevándose seguidamente las actuaciones a esta Audiencia Provincial, para la resolución del recurso planteado. Se señaló para votación y fallo el día 30 abril del corriente. 

Tercero: En el procedimiento se han observado las prescripciones legales. 

Visto, siendo ponente el magistrado señor Valdivieso Polaino. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

Primero: Son objeto de impugnación dos resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, de fechas 2 y 3 de septiembre de 2.005, en las que se resolvieron los recursos gubernativos interpuestos contra sendas calificaciones del registrador de la propiedad de Vilafranca del Penedés, por las que se suspendió la inscripción de dos escrituras de hipoteca, autorizadas ambas el tres de agosto de 2.004 por el notario de Barcelona D. Miguel Alvarez Angel. En las dos escrituras se estableció la hipoteca a favor de la entidad Hypo Real Estate Bank International AG, sucursal en España, cada una para garantizar la devolución de lo que se dispusiese con cargo a un crédito de 6.850.000 euros de principal, más sus intereses, costas y gastos.
En la resolución de 2 de septiembre se consideró lo concerniente a la hipoteca que se pretendió constituir sobre la finca registral 1.746 de La Granada del Penedés, mediante escritura con número de protocolo 3.166, en la que actuó como hipotecante la entidad CCP La Granada Logistics-2,S.L. En la de 3 de septiembre se resolvió sobre la hipoteca referida a la finca registral 1.745 del mismo municipio, que fue objeto de la escritura con número de protocolo 3.163, en la que actuó como hipotecante CCP La Granada Logistics, S.L. 

Las dos hipotecas se pactaron bajo idénticas cláusulas y obedecían a una misma operación crediticia, que se había instrumentado en tres tramos, de los que dos, de la cantidad mencionada de 6.850.000 euros cada uno, pretendían garantizarse mediante estas hipotecas. Se trataba, como se dice, de créditos, y la devolución de las cantidades de que en su caso se dispusiese debía ser asegurada mediante las garantías hipotecarias, lo mismo que el pago de los intereses y gastos. 

Como las dos operaciones eran idénticas, las objeciones del registrador fueron las mismas en ambos casos e iguales fueron también las resoluciones de la Dirección General, de modo que comunes a ambas, e idénticas, han sido las razones dadas en este proceso por todas las partes, con lo que las reflexiones que siguen se refieren a las dos resoluciones objeto de recurso jurisdiccional. 

Se pactó por las partes la constitución de hipotecas, de primer rango, con efectividad inmediata e incondicionada para garantía de un máximo de 685.000 euros, comprensivos de principal (548.000 euros), intereses y gastos. Mas no es que las partes limitasen a eso la garantía hipotecaria proyectada, pues se acordó el incremento de las cantidades aseguradas por esa hipoteca de primer rango en otros 8.220.000 euros, de los que 6.302.000 eran de principal (con lo que pasaba a garantizarse la totalidad de los 6.850.000 euros de principal objeto del crédito a que se refería cada hipoteca). Ese incremento de cantidades aseguradas se subordinó a la ocurrencia de determinados acontecimientos, pero con la peculiaridad de que se pretendió darle a todo ello trascendencia registral desde el primer momento, mediante la inscripción de las cláusulas de incremento de cantidades y de los sucesos de los que dependería tal incremento. No se trataba, por tanto, de que, dependiendo de esas circunstancias, ingresasen en el registro de la propiedad mayores responsabilidades no objeto de anterior mención registral, sino de que todo quedase inscrito desde el principio, de manera que el registro publicase la posibilidad de los incrementos de cobertura cuantitativa de las hipotecas y los hechos de los que dependían esos aumentos. 

Los acontecimientos de cuya ocurrencia dependía el incremento de la responsabilidad se configuraron en el apartado 4.2. de las escrituras como condiciones suspensivas, porque dependía de su producción el que se produjese la variación de la cantidad garantizada por las hipotecas, que no había de tener lugar en tanto no ocurriesen aquellos hechos, si es que llegaban a producirse. Tales sucesos eran de dos clases.
El del apartado c) consistía en que el «crédito no haya sido completamente amortizado y no se haya otorgado escritura de cancelación de la hipoteca antes de las 12:00 horas del día 3 de junio de 2.008». Se trata, como se ve, de una condición de índole negativa: el incremento de la cantidad garantizada debía producirse si, antes de la fecha indicada, no se pagaba lo adeudado por razón del crédito otorgado y no se otorgaba escritura de cancelación de hipoteca. El mecanismo de actuación de esta condición del apartado c) debía ser automático: el registrador había de consignar el cumplimiento de la condición a partir del día siguiente a la fecha establecida del 3 de junio, salvo que antes se hubiese presentado en el registro la escritura de cancelación. Esta condición es la que ha centrado el debate en este proceso y la que centrará los razonamientos que aquí se harán. 

El segundo grupo de sucesos condicionantes se refería a la solvencia de las dos entidades acreditadas e hipotecantes y de otra del mimo grupo, de tal manera que, si los ingresos o el patrimonio de las mismas disminuían por debajo de ciertos índices, considerados en abstracto o en relación al capital dispuesto de los créditos, se produciría el incremento de la cantidad garantizada. No vamos a detallar estas circunstancias condicionantes. Basta señalar que eran hechos que podían disminuir la eficacia de la garantía, por insuficiencia de valor o rentabilidad de las dos fincas hipotecadas y de otras; por merma, en suma, de la solvencia de las acreditadas. El cumplimiento de estas condiciones debía acreditarse ante el registro de la propiedad mediante la presentación de escritura haciendo constar el dictamen de un experto independiente, acreditativo de la realidad de los hechos condicionantes. 

El registrador de la propiedad suspendió la inscripción de las dos escrituras, por considerar no inscribibles el cambio de la cuantía de la responsabilidad ni las condiciones de las que se quería hacer depender, lo que fue enunciado y considerado en los apartados señalados con la letra a) en los hechos y fundamentos de derecho de las notas de calificación. Además, consideró también no inscribibles otros pactos o cláusulas de las escrituras, que expuso y consideró en los apartados b) de los hechos y fundamentos de las notas. La Dirección General revocó la nota en lo referente al incremento de cobertura y a las condiciones de que se hacia depender el mismo, todo lo cual consideró inscribible. De los otros pactos, aludidos bajo la letra b) en las notas de calificación, el centro directivo aceptó unos y rechazó otros, pero nada de ello importa, porque la demanda se ha referido, exclusivamente, al tema del incremento de cobertura y a una de las condiciones que podían desencadenarlo, de manera que, obviamente, sólo se tratará aquí lo referido a ese aspecto de la actuación registral. 

El registrador de la propiedad consideró, por una parte, que no son admisibles «con carácter general» las hipotecas sometidas a condición suspensiva y, por otra, que, aunque lo fuesen, las condiciones pactadas en estos casos serían inadmisibles. La Dirección General de los Registros entendió admisibles las hipotecas bajo condición suspensiva y, además, también consideró licitas y conformes a derecho las condiciones aquí establecidas para desencadenar la modificación de las cantidades garantizadas mediante las hipotecas. 

Interpuso demanda contra las dos resoluciones el Colegio de Registradores de la Propiedad, mercantiles y de Bienes Nuebles de España. En ella no cuestionó la posibilidad de las hipotecas bajo condición suspensiva, que tampoco cuestiona, en absoluto, en su recurso de apelación. Por consiguiente, no consideraremos aquí esa cuestión. La demanda se refirió a las concretas condiciones que se pactaron. Pero se centró en la condición de inamortización del crédito el 3 de junio de 2.008, señalada con la letra c) en la estipulación 4.2 de las escrituras. De hecho se decía literalmente que «nos referiremos exclusivamente a esta condición del nacimiento de la responsabilidad hipotecaria que se contempla en el apartado c) de la estipulación 4.2 de las escrituras litigiosas». Como luego veremos, a las otras condiciones se hace referencia también en la demanda, aunque muy tangencialmente, tildándolas así mismo de inadmisibles. En el recurso de apelación no se hace referencia a ellas. 

Opuestos a la demanda el abogado del Estado y la entidad financiera a cuyo favor se pactaron las hipotecas, el Juzgado desestimó la demanda e interpone recurso de apelación el colegio profesional demandante. 

Segundo: Como se ha anunciado ya, no vamos a entrar en si cabe constituir una hipoteca bajo condición suspensiva, porque tal cosa no es discutida en la demanda ni en el recurso. 

También es claro que no cabe establecer una condición, suspensiva del nacimiento de la hipoteca, que consista en el impago de la deuda garantizada. La Dirección General ya negó esa posibilidad en la resolución de 4 de diciembre de 1.980. La hipoteca es un derecho real destinado a garantizar el cumplimiento de una obligación. Como dice el artículo 1.876 del Código civil, sujeta, directa e inmediatamente, los bienes sobre los que se impone al cumplimiento de la obligación para cuya seguridad fue constituida. Luego, como todo derecho de garantía, es una institución con vocación de futuro. Nace para garantizar que se cumplirá, en el futuro, una obligación y no resulta admisible que, como condición suspensiva de la existencia de la hipoteca misma, se sitúe la exigibilidad o vencimiento de la obligación principal, que son el presupuesto de la ejecución y no de la existencia de la hipoteca. En el supuesto cuya admisibilidad se niega, la hipoteca, como decimos, no tendería ya a garantizar una obligación, lo que es incompatible con su función de asegurar que se cumplirá, que es la que le asigna la ley y la que cumple y ha cumplido siempre en el tráfico jurídico. No sería inscribible por ello una hipoteca sometida a la condición suspensiva de incumplimiento de la obligación garantizada.

Hypo Real Estate Bank International AG sostuvo la misma postura en su recurso gubernativo, en el único de que disponemos, dado que el expediente relativo a la resolución de 3 de septiembre no fue remitido al Juzgado, aunque sin duda debió ser igual, dada la identidad de supuestos. Identidad de postura que se refleja en el apartado II.2.1 del escrito, en el que literalmente se señala que «tampoco puede establecerse como condicionante de la hipoteca un elemento que tuviera carácter estructural de la misma, como por ejemplo, la obligación de pago», añadiendo que «dicho incumplimiento de la obligación principal» es un elemento estructural o conditio iuris de ésta, «y no puede admitirse condicio facti (sic) a la que sujetar la hipoteca». En su contestación a la demanda, el abogado de la entidad financiera no discrepó tampoco, propiamente, de dicha imposibilidad. Aunque afirmó que no existe prohibición de hipoteca condicionada al impago del crédito, señalando que no hay normas legales que la prohíban, después, al referirse a las dos resoluciones de la Dirección General en sentido contrario (una de ellas la de 1.980 citada, que es la más clara), matizó que no se trataba en ellas de casos equivalentes a éste, porque aquí la condición es la inamortización, pero no al vencimiento sino el 3 de junio, cuando aún no existía obligación de pago. 

En cualquier caso, la sala comparte el criterio de que no cabe, sin desestructurar la hipoteca, establecer una condición suspensiva de su constitución que consista en el propio impago de la obligación. Ni de la constitución de la hipoteca ni del incremento de la cobertura, pues ambas cosas han de considerarse equivalentes a estos efectos, pues ambas entrañan constituir una garantía, nueva o adicional.

Tercero: En nuestro caso, los créditos concedidos a las entidades hipotecantes vencen el 3 de agosto del corriente año. En esa fecha ha de estar devuelto el capital de que hayan dispuesto las sociedades acreditadas, con los intereses correspondientes y, de no ser así podrían ser ejecutadas las hipotecas de que estamos tratando. No se pactó una amortización parcial o a plazos, sino una única fecha para el pago del total adeudado, aunque obviamente las deudoras podían amortizar el crédito con anterioridad, total o parcialmente. Luego, de acuerdo con lo dicho, no podría haberse admitido la inscripción de las hipotecas bajo la condición suspensiva de que, llegado el 3 de agosto de 2.008, las sociedades acreditadas no hubiesen pagado sus obligaciones. De forma inevitable surge de lo que llevamos dicho el interrogante que nos conduce al núcleo de nuestro problema: si no puede pactarse como condición del nacimiento de la hipoteca el impago al día del vencimiento, podemos preguntarnos si cabe establecer que la condición consista en el impago unos días antes del vencimiento o, como en este caso, dos meses antes.

Pues bien, la respuesta negativa a esa pregunta se impone. En una operación crediticia pactada a 4 años vista se pacta el nacimiento de la hipoteca (o incremento de la cobertura, que, como hemos anunciado, a estos efectos es igual) en el caso de no pagarse dos meses antes del vencimiento. Pero ello no significa sino que el vencimiento real se fija a 3 de junio de 2.008, aunque la ejecutividad de la hipoteca se aplaza a la fecha del vencimiento formal, que es el 3 de agosto siguiente. De esa forma se elude la imposibilidad legal de la condición suspensiva de incumplimiento de la obligación; imposibilidad que no deriva, evidentemente, de resoluciones de la Dirección General de los Registros, sino de su incompatibilidad con el concepto legal de hipoteca, tal como hemos expuesto ya. Mas la elusión es ficticia (no se elude la prohibición sino que se incurre en ella), porque, en realidad, es como si la condición se hubiese referido al impago el 3 de agosto, ya que la diferencia de tiempo es tan escasa que muestra que lo que verdaderamente quisieron las partes fue pactar la condición no admisible, aunque disimulándola por la vía de referir el cumplimiento de la condición negativa a dos meses antes del vencimiento formal. Con una diferencia de tiempo tan corta que, como decimos, resulta irrelevante.

Dice la entidad acreedora, en su oposición al recurso, que no es irrelevante esa diferencia y que es gratuita la suposición de que, si no so pagó el tres de junio, no se pagará el 3 de agosto. Mas, en unas obligaciones de casi 7 millones de euros de principal cada una, no se trata de una suposición irreal o gratuita, sino francamente verosímil. Se está, en realidad, en un vencimiento en dos tiempos, como ya hemos repetido. No obstante, veremos después que, aun con una distancia temporal superior entre ambos momentos, la condición sería igualmente inadmisible. 

En definitiva, como señala el demandante, no es que se establezcan hipotecas para garantía de que, en el futuro, se cumplirá una obligación, sino que, por la vía de la ampliación de cobertura del 10 al 100 por ciento, se hacen nacer, mediante el mecanismo de la condición suspensiva, cuando se deja de pagar aquello que debía ser garantizado, lo que, como se ha dicho ya, es incompatible con la naturaleza de la hipoteca establecida por el precepto citado del Código Civil y normas concordantes.

Que con la condición pactada se estableció, en realidad, un vencimiento anticipado (a 3 de junio) lo dijo el abogado del Estado al contestar a la demanda en el juicio. El juez también lo dice en su sentencia, cuando, tras señalar que nada se opone a las cláusulas de vencimiento anticipado, añade que, en virtud del principio de autonomía de la voluntad, se establece el vencimiento anticipado de parte de la responsabilidad garantizada hipotecariamente. Se acoge así la tesis de que, en realidad, con la condición que consideramos se fijó una especie de vencimiento anticipado, con dos momentos separados por dos meses: en el primero había de pagarse, so pena de desencadenar el incremento de la responsabilidad hipotecaria; en el segundo, de persistir el impago, podía ejecutarse la hipoteca. 

El abogado del Estado se refiere también en la oposición al recurso de apelación a esta idea del vencimiento anticipado. En la página 1, párrafo penúltimo, señala que la ampliación de la responsabilidad hipotecaria se vincula al incumplimiento de una cláusula de vencimiento anticipado. Se añade que son válidas tales cláusulas de anticipación del vencimiento y que, siendo así, también debe admitirse que el incumplimiento de un pacto de vencimiento anticipado determine la ampliación de la responsabilidad hipotecaria. Nada se opone, ciertamente, a las cláusulas de vencimiento anticipado. Pero lo que ocurre es que no puede pactarse la constitución de la hipoteca para el momento en que se incurra en el incumplimiento, porque entonces la institución no tiene por objeto la garantía de que se cumplirá, como ya se ha razonado anteriormente. Si se habla de que el vencimiento se anticipaba a 3 de junio y para esa fecha se preveía el incremento de la cantidad garantizada, el nacimiento de la hipoteca quedaba condicionado al incumplimiento mismo. 

Como hemos dicho ya, también es irrelevante que lo condicionado no sea la constitución de la hipoteca sino el incremento de cobertura de hipoteca ya constituida. El efecto es el mismo. Las fincas, en virtud de esa ampliación, pasan a estar sujetas al pago de una cantidad mayor, muy distinta de la pactada inicialmente de forma incondicionada. Se crea, dependiendo de una condición inadmisible, una hipoteca de contenido económico muy superior al que tenía inicialmente. Y, además, se crea con efectos desde la inscripción inicial, con el mismo rango de la hipoteca constituida incondicionalmente, con lo que se diferencia de los supuestos típicos de ampliación de hipoteca, perfectamente admisibles, a que se refieren, por ejemplo, las resoluciones de la Dirección General de 17 de enero y 8 de junio de 2.002, en cuyos supuestos la ampliación se produce con el rango que proceda según la fecha del acceso de la misma al registro y sin merma, por tanto, de los derechos que hayan alcanzado reflejo registral después de inscribirse la hipoteca ampliada y antes de inscribirse la ampliación.

Cuarto: Se ha adelantado que es irrelevante la dimensión del tiempo mediante entre el día de cumplimiento de la condición negativa y el de vencimiento formal. Es decir, que aunque ese tiempo fuese superior al de nuestro caso (dos meses), seguiría siendo jurídicamente inviable el mecanismo creado por los litigantes. Ello se debe a que, en realidad, ese mecanismo equivale a una hipoteca incondicionada y por el total del crédito, desde el principio, con lo que la condición que examinamos es más aparente que real.

No se ha discutido que, tal como las partes regularon las hipotecas, el incremento de la cantidad asegurada, de producirse, tendría efecto desde la fecha de constitución inicial de la hipoteca. Es decir, que ese incremento conservaría el mismo rango que la hipoteca inicial y se sobrepondría a cualquier derecho que ingresase en el registro después de inscribirse inicialmente la hipoteca. Esto es importante y, como hemos dicho, diferencia estos casos de los de ampliación de hipoteca típicos, a que nos hemos referido antes. 

Llegado el vencimiento formal de los créditos sin haber sido extinguidos, esto es, a partir del 3 de agosto de 2.008, podrían ejecutarse las hipotecas. Pero, en tal caso, necesariamente habría tenido lugar el cumplimiento de la condición suspensiva, porque la misma consiste en el impago del crédito a 3 de junio. En el impago de cualquier cantidad del crédito, porque es evidente que la condición consiste en no haber pagado a 3 de junio la totalidad del crédito, hasta el punto de que el hecho condicional se integra, también, por la inexistencia de escritura de cancelación de la hipoteca. Por tanto, si para ejecutar necesariamente debería haber ocurrido la condición, necesariamente también se habría elevado hasta el máximo la cobertura, de manera que toda ejecución debería serlo con una hipoteca garantizando ya el máximo previsto, o sea, la totalidad del principal de 6.850.000 euros, intereses y costas y gastos. Desencadenada la ejecución, las hipotecas se comportarían como si hubiesen sido constituidas ab initio por el total importe de los créditos y no sólo por el 10 por ciento. Luego, en realidad, la condición estudiada constituye mera apariencia, que disimula la realidad de que la cobertura es total e incondicionada desde el principio, ya que las hipotecas no podrían ejecutarse, no podrían funcionar, si no es con la totalidad de la cobertura potencialmente posible. Aunque la ejecución fuese limitada por ser el débito menor en el momento de ejecutarse, la cantidad garantizada habría ascendido, necesariamente, hasta el máximo posible. Por eso no es posible el escenario que describen las resoluciones de la Dirección General en el párrafo «pendente conditione» del fundamento jurídico 3. 

Puede argumentarse que lo que decimos no habría de ser así porque, al modo de lo que ocurre en los casos de ampliación de hipoteca a que antes nos referimos, el cumplimiento de la condición y el incremento de la cobertura no podrían perjudicar a terceros que hubiesen inscrito sus derechos entre la inscripción inicial y el cumplimiento de la condición, ni a los embargantes que hubiesen anotado preventivamente su crédito. No es así sin embargo, porque, al constar la condición inscrita en el registro, podría perjudicar a terceros, conforme al principio general de oponibilidad de lo inscrito, establecido en los artículos 13 y 32 de la Ley Hipotecaria. De inscribirse la condición, los terceros quedarían advertidos de que la responsabilidad podría incrementarse hasta el total de los créditos. Es más, prestando la debida atención, quedarían impuestos de que toda ejecución podría serlo por el total porque, como hemos visto, la ejecución necesariamente implicaría que se habría cumplido la condición. Que el rango de la ampliación de responsabilidad seria el mismo que el del tramo incondicionado no se ha discutido en el litigio ni en el procedimiento administrativo. Es más, las partes han mantenido sus posturas partiendo de esa premisa. De todos modos, aunque se entendiese lo contrario, las consecuencias de inadmisibilidad no serían distintas, porque, en tal caso, lo que ocurriría sería que las condiciones inducirían a confusión al público, pues éste no sabría si habría o no de sufrir sus consecuencias, con merma evidente de la seguridad a la que debe servir el registro de la propiedad. 

Pues bien, si las cosas son como se han expuesto, si cualquier ejecución comportaría necesariamente que la cobertura se habría incrementado hasta el máximo de los créditos, quiere ello decir que la hipoteca garantizaba desde el principio todo ese máximo, porque en eso es en lo que consiste la hipoteca, en sujetar directa e inmediatamente los bienes sobre los que se impune al cumplimiento de la obligación para cuya seguridad se constituye. Aquí las obligaciones para cuya seguridad se trataba de constituir las hipotecas eran las de devolver hasta el máximo de los créditos. Las obligaciones aseguradas eran, realmente, los totales de esos créditos. No una parte sino el total, porque,como hemos repetido, la ejecución necesariamente implicaría esa cobertura total. Luego todo se garantizaba con la hipoteca desde el principio y todo se garantizaba de modo puro, sin sujeción a una condición que, por su propia naturaleza, terminamos descubriendo que sólo lo es en apariencia.

La cuestión que se plantea es, entonces, si cabe configurar como formalmente condicional una hipoteca que no lo es en realidad. Si puede crearse la apariencia de que la hipoteca garantiza sólo el 10 por ciento de una obligación cuando inevitablemente garantiza la totalidad. 

Quinto: Se habla en la sentencia recurrida, con cierta solemnidad, invocándose incluso la Constitución, de la autonomía de la voluntad. Las resoluciones recurridas también se refieren a ella y a las limitaciones que encuentra en el ámbito de los derechos reales (fundamento jurídico 3), Se menciona el principio de numerus apertus vigente al respecto y se hace referencia a la posibilidad de alterar el contenido típico de los derechos reales. Pero también se habla de las limitaciones o esa libertad. Se dice que han de respetarse las normas estructurales del estatuto jurídico de los bienes, dado su significado político y la trascendencia erga omnes de los derechos reales. La autonomía de la voluntad ha de atemperarse a la «determinación precisa de los contornos del derecho real» y a otros principios como el de la inviolabilidad de la libertad de tráfico. Los límites a la autonomía de la voluntad alcanzan especial significación, se añade, en relación con la hipoteca, pues se imponen en defensa del deudor y en aras de la facilidad del tráfico jurídico inmobiliario, del crédito territorial y, en definitiva, del orden público económico. 

Lo expuesto constituye una doctrina consolidada de la Dirección General, expresada en distintas resoluciones. La entidad financiera se hace eco de la misma en su recurso gubernativo (apartado II.1.3) y afirma que concurre en este caso la razonabilidad o justificación suficiente que esa doctrina exige para la alteración del contenido típico de los derechos reales, lo que anuncia el recurso que se considerará después, en el apartado II.2. 

Pues bien, entre esas limitaciones a la autonomía de la voluntad, que se imponen en materia de derechos reales, debe incluirse la exigencia de que la apariencia responda a la realidad y, por tanto, que lo que es hipoteca no pueda ser designado o considerado de otro modo. Una hipoteca que, desde el principio y de manera incondicionada garantiza una cantidad concreta, no puede presentarse en el tráfico como otra cosa distinta, que es lo que ocurriría de admitirse que entrasen en el registro de la propiedad los instrumentos jurídicos aquí creados. Porque, como dice la Dirección General, es exigible siempre «la determinación precisa de los contornos del derecho real», particularmente cuando se trata de hipotecas. Las modalidades de hipoteca son variadas, lo mismo que las cláusulas bajo las cuales pueden ser establecidas. Pero sus contornos deben definirse siempre con claridad y, en particular, las características de la obligación garantizada, de las que la más importante es, evidentemente, la cantidad cuyo pago se quiere asegurar.

Todo lo que es asegurado por el derecho real debe constar expresamente como asegurado, para aplicar el régimen jurídico que corresponde a lo que es, realmente, una hipoteca con un alcance cuantitativo determinado. Con el alcance cuantitativo real, sin artificios que oscurezcan o hagan dudosos «los contornos del derecho real», y, particularmente, el aspecto clave cuando se trata de un derecho de garantía, que es la cantidad garantizada. Sólo llamando hipoteca a lo que es realmente hipoteca, se asegurará la aplicación del régimen jurídico procedente a la integridad del derecho real tal como ha sido constituido. La aplicación del régimen jurídico desde el punto de vista fiscal, pero también desde perspectivas civiles, como por ejemplo el funcionamiento de la ejecución por otras cargas y el perfecto conocimiento por los terceros del alcance de la carga hipotecaria, sin dudas que puedan derivar de la apariencia de condición establecida. 

El registro de la propiedad es un instrumento de publicidad al servicio de la seguridad jurídica. Esta exige que cuando una hipoteca publicada garantice una cantidad concreta, al modo en que aquí ocurre, conste expresamente que así es y que lo garantizado es, desde el principio, todo lo que realmente es. Introducir cláusulas como las que nos ocupan puede inducir a confusión a los terceros que contraten antes de llegar la fecha de cumplimiento de la condición. La falta de constancia de que las hipotecas garantizan, desde el principio, una cantidad por principal próxima a los 7 millones de euros cada una, supone una vulneración del principio de especialidad, que exige, como instrumento para la seguridad del tráfico jurídico, razón de ser de la institución registral, el conocimiento claro de las características fundamentales de los derechos reales, sin circunstancias que puedan a inducir a error.

En definitiva, la hipoteca que únicamente puede ejecutarse con una cobertura cuantitativa determinada debe aparecer con esa cobertura de forma incondicionada, porque los particulares no pueden, al constituir hipotecas, decir que garantizan menos de lo que realmente garantizan.

Sexto: Hemos hablado de las limitaciones a la autonomía de la voluntad en materia de derechos reales. Entre ellas la doctrina de la Dirección General incluye «la existencia de una razón justificativa suficiente» para la actuación de que se trate. Esta forma de actuar consistente en fijar una condición como la que estamos examinando, debería contar, por tanto, con una «razón justificativa suficiente». 

Como hemos apuntado ya, Hypo Real Estate Bank International AG afirma en su recurso gubernativo que tal razón concurre en este caso. En efecto, al final del apartado II.1.3 del escrito dice que, en relación a la causa de los negocios celebrados, existe la «razonabilidad o justificación suficiente que, en todo negocio condicional que afecte a un derecho real, se exige para autorizar la mayor inseguridad y el impacto en el tráfico que la incertidumbre que el negocio condicional, pendiente la condición, impone». Remite al apartado II.2 posterior para el análisis pormenorizado de dichas razonabilidad o justificación suficientes. 

El apartado II.2 es bastante largo, pues tiene 16 páginas, divididas en distintos subapartados. En las páginas 27 y 28 del total escrito se aborda esta cuestión de la razón de ser del condicionamiento de las hipotecas. Pero la verdad es que se hace sólo en relación a aquellas condiciones que guardan relación con la solvencia de las hipotecantes, precisándose que no se han convertido tales condiciones en desencadenantes de vencimiento anticipado, sino de incremento de la cobertura hipotecaria. Sobre la condición de impago a 3 de junio no se expone la razón justificativa. 

En las páginas 3 y 4 del escrito de recurso de que disponemos se dan explicaciones generales respecto a los motivos que guiaron a las partes. Pero esas explicaciones que ha dado la entidad financiera, acreedora son muy poco convincentes. Se dice que, debido al entramado de afianzamientos creado, podía aceptar el banco que la hipoteca asegurase una menor responsabilidad que la que, en ausencia de las garantías solidarias de las garantes y de la hipoteca sobre la segunda finca, habría exigido. 

Se afirma que las sociedades del grupo CCP La Granada Logístics garantizan personal y recíprocamente las obligaciones contraídas por las tres en el marco de la operación financiera concertada. Esa garantía llega, se dice, a que una de las sociedades, CCP La Granada Logistics, S.L., hipotecase la finca registral 1.715, para garantizar su propio crédito y, además, el de CCP La Granada Logistics-2, S.L. La tercera sociedad del grupo, CCP La Granada Logistics-3, S.L., estaba previsto que adquiriese la finca registral 1.747 y que la hipotecase, en garantía de su propio crédito y de sus obligaciones de afianzamiento de los otros. En atención a estos apoyos y garantías recíprocos, la acreedora hipotecaria aceptó de manera inicial una menor responsabilidad hipotecaria de la que, sin las garantías solidarias de las sociedades del grupo, habría exigido. El abogado del Estado se refirió en su contestación en el juicio a estas razones expuestas en el recurso gubernativo. 

Pues bien, las garantes a que se hace referencia son las sociedades del mismo grupo, las cuales, a su vez, pueden ser deudoras cada una de una importante cantidad de dinero, como consecuencia de la operación crediticia de más de 18 millones de euros, distribuida en tres tramos, en cada uno de los cuales es acreditada una de las tres sociedades. No parece que un afianzamiento recíproco en tales condiciones tenga una importancia económica decisiva. Ni siquiera relevante. 

Más lo importante es que, en realidad, ya hemos visto que las hipotecas garantizan la totalidad de los créditos, porque no pueden ejecutarse sin que se haya cumplido la «condición» de impago de que depende el incremento de la cobertura. Por ello es evidente que la acreedora no concedió ninguna rebaja de la cobertura hipotecaria y que para establecer esta condición que estamos examinando no existe una razón económica, ya que, repetimos, jurídica y económicamente las hipotecas habrían garantizado, de haberse constituido, la totalidad de los créditos.
El móvil no es, por tanto, el confesado, y es perfectamente posible, muy verosímil incluso, que la finalidad de esta condición que examinamos fuese la de no pagar el impuesto sobre actos jurídicos documentados. Porque, en el recurso gubernativo de que disponemos a texto completo, apartado II.2.6, bien claramente se sostiene que el devengo del tributo sólo habría de ocurrir al cumplirse, en su caso, la condición y se añade que, pese a ser ello así, también es verdad que «la hipoteca condicional no protege al acreedor del incumplimiento de la obligación asegurada más que si y cuando la condición se cumple». Esto último, como ya se ha demostrado, no es cierto en absoluto, pues toda ejecución comportaría que, antes, la cobertura se hubiese elevado hasta el máximo. 

Luego ha resultado que la Dirección General de Tributos, en consulta vinculante, ha entendido que el devengo, para el impuesto de actos jurídicos documentados, se produce al otorgarse el documento, aunque haya condiciones. No disponemos del texto de la consulta, que el juez dijo admitir cuando lo aportó el abogado del Estado en el juicio, pero que no está en las actuaciones. La conclusión o resumen de la consulta que se ha localizado en la página web de la Agencia Tributaria no sostiene la conclusión indicada de que, en los negocios condicionales, el devengo tiene lugar al otorgamiento. No hace falta sin embargo que nos extendamos a ello en detalle, porque la referencia a la cuestión tributaria se hace para poner de relieve que la razón justificativa de la actuación de las partes no es la que manifiestan, que no existe en realidad una razón admisible para esta condición que nos ocupa y que, en realidad, esa razón bien pudo ser la de índole fiscal que siempre ha afirmado el Colegio de Registradores, aunque luego haya acabado poniéndose en cuestión la tesis de la entidad financiera respecto al devengo del tributo. Tesis que es la que hemos expuesto, hasta el punto de que en el juicio el abogado de Hypo Real Estate discrepó de la conclusión de la consulta de la Dirección General de Tributos que expuso en dicho acto el abogado del Estado, contra lo que ahora se sostiene en el escrito de oposición del banco (página 3, al principio). 

Por lo demás, la sala no va a entrar en más cuestiones tributarias, porque no es necesario. La inadmisibilidad de la condición que estamos examinando resulta de los aspectos puramente civiles que se han considerado ya. Repetimos que las referencias tributarias que hemos realizado lo han sido para poner de relieve la inexistencia de «razón justificativa suficiente» para el establecimiento de la condición que nos ocupa. 

Séptimo: Se ha considerado exclusivamente en la presente sentencia la condición señalada con la letra c) en la estipulación 4.2 de las escrituras, referida al incremento de la cantidad garantizada por las hipotecas en caso de no haberse amortizado los créditos a tres de junio del corriente. Se ha obrado así porque el resto de las condiciones no fueron cuestionadas en la demanda ni lo han sido en el recurso. 

En la demanda se hicieron referencias muy tangenciales, pero sin desarrollar argumentos frente a tales condiciones. Sólo se dijo que con ellas ocurría algo parecido a lo que sucedía con la condición c), si bien tras señalar que «nos referiremos exclusivamente a esta condición», con referencia a la repetida c). Se añadió después que esas otras condiciones constituían supuesto de hecho del ejercicio de la otra acción típica de la hipoteca, que era la de devastación. Con independencia de que esta última apreciación sea difícil de compartir, lo cierto es que, en definitiva, la demanda no desarrolla verdaderos argumentos frente a las otras condiciones. El recurso, que es a lo que ha de dar respuesta este tribunal, no las menciona. 

Octavo: Estimándose el recurso no se hará pronunciamiento sobre las costas del mismo, conforme a lo dispuesto en el artículo 398 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Tampoco en cuanto a las costas de la primera instancia, de acuerdo con lo solicitado por la propia entidad demandante al principio de la vista. 

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación, 

FALLAMOS 

Que, estimando el recurso de apelación interpuesto por el COLEGIO DE REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD, MERCANTILES Y DE BIENES MUEBLES DE ESPAÑA contra la sentencia de fecha catorce de mayo de dos mil siete, dictada por el Juzgado de Primera Instancia número 50 de Barcelona en el asunto mencionado en el encabezamiento, debemos revocar y revocamos dicha sentencia y, en su lugar, estimando la demanda, revocamos las resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado de fechas dos y tres de septiembre de dos mil cinco, únicamente en lo que se refiere a las condiciones señaladas con la letra c) en las escrituras mencionadas en el primer fundamento de está sentencia, consistentes en que el tramo correspondiente de los créditos a que se refieren dichas escrituras, no haya sido completamente amortizado y no se haya otorgado escritura de cancelación de la hipoteca antes de las doce horas del día tres de junio del corriente año. En consecuencias confirmamos las notas del Registrador de la Propiedad de Vilafranca del Penedés en cuanto consideraron no inscribibles las aludidas condiciones. Sin costas en ninguna de las dos instancias. 

Devuélvanse los autos originales al Juzgado de su procedencia, con testimonio de esta sentencia, para su cumplimiento. 

Así, por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certificación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 

Publicación.- 

En este día, y una vez firmada por todos los magistrados que la han dictado, se da a la anterior sentencia la publicidad ordenada por la Constitución y las leyes. Doy fe. 

